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Época: Décima Época  
Registro: 2017966  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 21 de septiembre de 2018 10:30 h  
Materia(s): (Común, Laboral)  
Tesis: III.3o.T. J/7 (10a.)  
 
VIOLACIÓN A LAS LEYES DEL PROCEDIMIENTO EN MATERIA LABORAL. LA CONSTITUYE LA 
FALTA DE FIRMA DEL SECRETARIO DE LA JUNTA EN LAS ACTUACIONES TRASCENDENTES 
(AUTO DE RADICACIÓN, ACUERDOS DE ADMISIÓN O DESISTIMIENTO DE PRUEBAS, AUTO POR 
EL QUE SE DECLARA CERRADA LA INSTRUCCIÓN, ENTRE OTROS) LO QUE PROVOCA SU 
INVALIDEZ Y LA DE LAS ACTUACIONES SUBSECUENTES. 

 
La Ley Federal del Trabajo, en sus artículos 609, 620, 623, 625, 641, 721, 837 y 839, establece la 
integración de las Juntas especiales, su funcionamiento, así como el tipo de resoluciones que pueden 
dictar, destacándose que si se trata de actuaciones de mero trámite, bastará la presencia de su presidente 
o del auxiliar para llevar adelante la actuación, salvo los casos de excepción establecidos por la propia 
norma: (personalidad, competencia, aceptación de pruebas, desistimiento de la acción y sustitución 
patronal), debiendo estar presentes sus integrantes y autorizadas, en todos los casos, por su secretario 
(excepción hecha de las encomendadas a otros funcionarios) quien, incluso, incurrirá en falta en caso de 
no realizarlo. En este sentido, la Segunda Sala del Alto Tribunal, en las tesis de jurisprudencia 2a./J. 
147/2004 y 2a./J. 148/2004, se pronunció respecto del alcance de la certificación realizada por el 
secretario de la Junta en torno a su debida integración, y señaló que bastará con que dicho funcionario la 
haga constar, para que la actuación sea válida, incluso ante la falta de firma de alguno de sus integrantes. 
Lo anterior evidencia la importancia de la firma del secretario en todas las actuaciones del procedimiento, 
pues de no advertirse ésta en alguna de las trascendentes –como el auto de radicación, los acuerdos de 
admisión o desistimiento de pruebas, así como el auto por el que se declara cerrada la instrucción–, se 
actualiza la hipótesis prevista en la fracción XI del artículo 172 de la Ley de Amparo, y deben estimarse 
violadas las formalidades esenciales del procedimiento que afectan las defensas del quejoso, 
trascendiendo al resultado del fallo, al practicarse en forma distinta a la prevista por la ley, lo que provoca 
su invalidez y la de las actuaciones subsecuentes, de ahí que deba reponerse el procedimiento, lo cual 
debe ser examinado de oficio y con independencia de quién promueva el amparo. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL TERCER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017961  
Instancia: Plenos de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 21 de septiembre de 2018 10:30 h  
Materia(s): (Laboral)  
Tesis: PC.VII.L. J/9 L (10a.)  
 
TRABAJADORES DE CONFIANZA AL SERVICIO DEL ESTADO. CUANDO LA DEPENDENCIA 
DETERMINE SU CAMBIO DE ADSCRIPCIÓN DE UNA POBLACIÓN A OTRA DEBE JUSTIFICAR QUE 
LA ORDEN RESPECTIVA SE ORIGINA POR ALGUNA DE LAS CAUSAS PREVISTAS EN EL 
ARTÍCULO 28 DE LA LEY NÚMERO 364 ESTATAL DEL SERVICIO CIVIL DE VERACRUZ. 
 

El precepto citado establece que la entidad pública puede determinar el traslado de un trabajador de una 
población a otra por reorganización o necesidades del servicio, por desaparición del centro de trabajo y 
por permuta debidamente autorizada, lo que implica que se le cubran los gastos de viaje y viáticos cuando 
el traslado sea por un periodo menor a 6 meses, y si es mayor a este término tendrá derecho a que se le 
cubran los gastos del transporte del menaje de casa indispensable para la instalación de su cónyuge y 
sus familiares, en las líneas y grados ahí precisados, con la excepción, en ambos casos, de que haya 
sido el propio trabajador quien haya solicitado el traslado indicado. Ahora bien, dicho precepto es aplicable 
a los trabajadores de confianza, quienes tienen reconocidos sus derechos laborales por el apartado B del 
artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, cuya fracción XIV dispone que 
gozarán de los derechos derivados de los servicios que prestan en los cargos que ocupan, esto es, de la 
protección al salario, el cual no puede ser restringido; por ello, tienen derecho a que se les haga saber la 
causa por la cual se les cambia de adscripción o se ordena su traslado de una población a otra, pues tal 
circunstancia implica que se les cubran gastos de traslado o viáticos. Se arriba a lo anterior, pues la 
exclusión reflejada en el artículo 11, fracción I, de la Ley Número 364 Estatal del Servicio Civil de Veracruz, 
sólo está referida al principio de estabilidad en el empleo y a las prerrogativas propias de los trabajadores 
de base; sin embargo, en la medida en que el cambio de adscripción de un empleado puede entrañarle 
una afectación, en aras de tutelar las medidas de protección al salario y de seguridad social que permitan 
deducir los derechos correspondientes, en su caso, ante los tribunales laborales competentes, es 
necesario que la entidad patronal haga del conocimiento del trabajador de confianza la causa del porqué 
se le cambia de adscripción o se le traslada de domicilio laboral. 
 
PLENO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
  

https://sjf.scjn.gob.mx/
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Época: Décima Época  
Registro: 2017957  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 21 de septiembre de 2018 10:30 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: 2a./J. 98/2018 (10a.)  
 
SUSPENSIÓN. POR REGLA GENERAL, ES IMPROCEDENTE OTORGARLA CONTRA LA 
FORMALIZACIÓN Y EJECUCIÓN DE UN CONTRATO DE CONCESIÓN PARA LA MEJORA Y 
MANTENIMIENTO EN LA PRESTACIÓN DE UN SERVICIO PÚBLICO. 

 
En términos generales, todo procedimiento de licitación tiene la finalidad de regular que la prestación de 
los servicios públicos por parte de la Federación, las entidades federativas, los Municipios y los órganos 
político-administrativos, se encuentre ajustada a derecho, administrándose los recursos públicos con 
eficiencia, eficacia, economía, transparencia y honradez, para satisfacer adecuadamente su destino. Así, 
si se lleva a cabo una licitación para la mejora y mantenimiento en la prestación de un servicio público, 
resulta evidente que responde a disposiciones de orden público y al interés social, pues atiende a la 
demanda de un mejor servicio en beneficio de la colectividad. Con base en esta circunstancia, por regla 
general es improcedente otorgar la suspensión solicitada por el quejoso, contra la formalización y 
ejecución del contrato respectivo, al no colmarse los requisitos del artículo 128, fracción II, de la Ley de 
Amparo, pues de concederse la medida cautelar, se contravendrían disposiciones de orden público y se 
seguiría perjuicio al interés social, en tanto que la colectividad tiene interés en la defensa y mejoramiento 
en la prestación de los servicios públicos. 
 
SEGUNDA SALA 
  

https://sjf.scjn.gob.mx/
http://juristadelfuturo.org/
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TESIS JURISPRUDENCIALES 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017956  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 21 de septiembre de 2018 10:30 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: VI.2o.C. J/29 (10a.)  
 
SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE. PROCEDE CUANDO SE OMITA OBSERVAR UNA 
JURISPRUDENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, QUE RESULTE DE 
APLICACIÓN EXACTA AL CASO CONCRETO, POR CONSTITUIR UNA VIOLACIÓN MANIFIESTA DE 
LA LEY, QUE DEJE SIN DEFENSA AL JUSTICIABLE, CONFORME A LA FRACCIÓN VI DEL 
ARTÍCULO 79 DE LA LEY DE AMPARO. 

 
El artículo 217 de la Ley de Amparo establece un sistema de observancia obligatoria de la jurisprudencia 
que emite la Suprema Corte de Justicia de la Nación, actuando tanto en Pleno como en Salas. Por lo que 
todos los juzgadores resultan vinculados con los criterios interpretativos del Máximo Tribunal del País, 
pues tienen la obligación ineludible de acatarlos a partir del día hábil siguiente a aquel en que son 
publicados en el Semanario Judicial de la Federación, debiendo hacerlo en todas las resoluciones que 
dicten en el ejercicio de sus funciones. Por tanto, cuando se advierta la falta de observancia e inaplicación 
de los criterios jurisprudenciales de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que resulten ser 
conducentes al caso concreto, ya sea porque definan o resuelvan el punto medular sometido a la 
competencia de los tribunales, ese proceder constituye una violación manifiesta de la ley, que deja sin 
defensa al justiciable, cuando se comete en la emisión de la resolución revisada. Por lo que, en ese 
supuesto, procede suplir la queja deficiente, conforme a la fracción VI del artículo 79 de la Ley de Amparo. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEXTO CIRCUITO. 
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TESIS JURISPRUDENCIALES 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017954  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 21 de septiembre de 2018 10:30 h  
Materia(s): (Laboral)  
Tesis: 2a./J. 92/2018 (10a.)  
 
SALARIOS VENCIDOS. TRATÁNDOSE DE TRABAJADORES DEL INSTITUTO MEXICANO DEL 
SEGURO SOCIAL QUE RECLAMEN LA REINSTALACIÓN POR DESPIDO INJUSTIFICADO, DEBE 
APLICARSE LA CLÁUSULA 56 DEL CONTRATO COLECTIVO DE TRABAJO RESPECTIVO. 

 
Si bien de los artículos 386, 387 y 396 de la Ley Federal del Trabajo, se infiere que en la elaboración de 
los contratos colectivos de trabajo debe imperar el principio de libertad contractual, esa libertad no es 
absoluta, pues está condicionada a que no se estipulen derechos inferiores a los contenidos en el artículo 
123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ni se pacten cláusulas que 
contravengan disposiciones de orden público. En ese sentido, tratándose de trabajadores del Instituto 
Mexicano del Seguro Social que ejerzan la acción de reinstalación por despido injustificado, debe 
aplicarse la cláusula 56 del contrato colectivo de trabajo respectivo, al conceder mayores beneficios a los 
previstos en la Ley Federal del Trabajo, ya que además de la reinstalación, garantiza al trabajador el pago 
de 90 días de sueldo tabular vigente a la fecha de separación, así como el pago de salarios vencidos 
desde esta fecha hasta que se le reinstale –cuya cuantificación debe realizarse en términos del artículo 
48 de la Ley Federal del Trabajo– habida cuenta que en el supuesto de que el Instituto se negare a 
reinstalarlo o a someter sus diferencias al arbitraje, le garantiza el pago de una indemnización equivalente 
a 150 días de salario y una liquidación por antigüedad igual a 50 días por año laborado. 
 
SEGUNDA SALA 
 
  

https://sjf.scjn.gob.mx/
http://juristadelfuturo.org/
http://juristadelfuturo.org/


TESIS JURISPRUDENCIALES 

Publicadas el viernes 21 de septiembre de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017953  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 21 de septiembre de 2018 10:30 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: 2a./J. 96/2018 (10a.)  
 
REVISIÓN FISCAL. DICHO RECURSO PROCEDE CONTRA LA SENTENCIA DICTADA POR EL 
TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA EN CUMPLIMIENTO A UNA EJECUTORIA 
EMITIDA POR UN TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO AL CONOCER DE UN RECURSO DE 
REVISIÓN FISCAL PREVIO. 

 
La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia 2a./J. 24/2002, 
sostuvo que son improcedentes los recursos establecidos en la Ley de Amparo para verificar si se 
encuentra cumplida o no la ejecutoria dictada por un Tribunal Colegiado de Circuito en un recurso de 
revisión fiscal. En ese contexto, si se revocó la sentencia impugnada por ese medio de defensa, sin que 
se haya otorgado plenitud de jurisdicción al tribunal administrativo responsable, la lógica del diseño del 
recurso de revisión fiscal implica que procede contra la sentencia dictada en cumplimiento, siempre y 
cuando se actualice alguno de los supuestos del artículo 63 de la Ley Federal de Procedimiento 
Contencioso Administrativo pues, en ese caso, resulta ser la única vía para determinar si efectivamente 
se encuentra cumplida la ejecutoria de mérito, con lo que no se atenta contra la institución de la cosa 
juzgada, ya que no se analiza nuevamente el pronunciamiento de fondo previo, sino si el tribunal 
administrativo responsable cumplió o no con lo ordenado por el Tribunal Colegiado de Circuito. 
 
SEGUNDA SALA 
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TESIS JURISPRUDENCIALES 

Publicadas el viernes 21 de septiembre de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017944  
Instancia: Plenos de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 21 de septiembre de 2018 10:30 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: PC.I.P. J/44 K (10a.)  
 
RECURSO DE QUEJA PREVISTO EN EL ARTÍCULO 97, FRACCIÓN I, INCISO B), DE LA LEY DE 
AMPARO. PROCEDE CONTRA EL AUTO DEL JUEZ DE DISTRITO QUE, DESDE UN INICIO, 
DECLARA SIN MATERIA EL INCIDENTE DE SUSPENSIÓN. 

 
El auto inicial del Juez de Distrito que declara sin materia el incidente de suspensión derivado de un juicio 
de amparo indirecto, causa perjuicio al quejoso y se traduce, materialmente, en que no obtendrá la 
suspensión provisional del acto reclamado; por ende, esa decisión del órgano de amparo puede 
equipararse, desde un punto de vista jurídico formal, al auto que niega la suspensión provisional, por lo 
que, dada la naturaleza de la medida cautelar y su fin (mantener viva la materia del amparo), no es dable 
posponer el análisis de su legalidad, de ahí que, en su contra, procede el recurso de queja conforme al 
inciso b) de la fracción I del artículo 97 de la Ley de Amparo, pues sólo así se salvaguarda la interpretación 
más favorable a la plena efectividad del ejercicio de la acción o principio pro actione, respecto de la 
interposición del recurso, privilegiando los derechos humanos de acceso a la justicia y a una tutela judicial 
efectiva, en pleno reconocimiento al principio pro persona. 
 
PLENO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
  

https://sjf.scjn.gob.mx/
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TESIS JURISPRUDENCIALES 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017943  
Instancia: Plenos de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 21 de septiembre de 2018 10:30 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: PC.I.C. J/75 C (10a.)  
 

RECURSO DE QUEJA CONTRA LA RESOLUCIÓN QUE DECIDE EL INCIDENTE DE DAÑOS Y 
PERJUICIOS CAUSADOS CON LA SUSPENSIÓN DEL ACTO RECLAMADO. LA AFIANZADORA 
QUE EXPIDIÓ LA PÓLIZA PARA QUE TUVIERA EFECTIVIDAD DICHA MEDIDA CAUTELAR TIENE  
LEGITIMACIÓN PARA INTERPONERLO. 
 

Con independencia de que se aplique la Ley de Amparo publicada en el Diario Oficial de la Federación 
de 10 de enero de 1936 o el ordenamiento vigente, la afianzadora que expidió la póliza para que tuviera 
efectividad la suspensión del acto reclamado tiene legitimación para interponer el recurso de queja contra 
la resolución que decide el incidente de daños y perjuicios causados con esa medida cautelar, tanto si se 
ostenta como persona extraña al procedimiento incidental, como si actuó como parte en esa incidencia, 
porque en los supuestos en que sea aplicable la Ley de Amparo de 1936, el fundamento de la legitimación 
se encuentra en la parte final de su artículo 96, en donde se reconoce esta calidad a quien haya propuesto 
la fianza o contrafianza; de modo que ante esa expresión legal, no hay razón para negar legitimación a la 
institución de fianzas en cuanto a la interposición de la queja. A igual conclusión se llega en los casos en 
que sea aplicable solamente la Ley de Amparo publicada en el Diario Oficial de la Federación el 2 de abril 
de 2013, porque aun cuando ésta no contiene un precepto similar al artículo 96 de la legislación anterior, 
el artículo 1o. del Código Federal de Procedimientos Civiles, aplicado supletoriamente a aquélla, en 
términos del último párrafo de su artículo 2o., proporciona el concepto de interés, como requisito 
indispensable, tanto para ejercer acciones y contradecirlas, como para hacer valer recursos. De ahí que, 
si se parte de la base de que el interés es la relación jurídica entre la situación irregular que se denuncia 
con la providencia que se pide para subsanar esa irregularidad y se advierte, además, que lo solicitado 
es el medio idóneo y útil para proporcionar a la esfera jurídica lesionada la protección prevista por el 
derecho, aplicado este concepto a la situación de la afianzadora condenada al pago de las pólizas 
referidas, se obtiene que le asiste interés para interponer el recurso de queja contra esa condena, porque 
ante la ilegalidad atribuida a la resolución recurrida acude al medio idóneo y útil que le proporciona el 
inciso f) de la fracción I del artículo 97 de la Ley de Amparo, para subsanar la infracción aducida. En ese 
sentido, si se considera que existe interés para interponer la queja y además puede individualizarse en la 
persona de la institución de fianzas, esto lleva a concluir que también está legitimada para interponer el 
medio de impugnación, al defender un interés propio, pues alguien que fuera completamente ajeno al 
procedimiento incidental no podría defender el interés individualizado en la afianzadora, máxime que al 
ser patente que la institución de fianzas puede defender ese interés propio a través de la queja si fue 
parte y tuvo intervención en el procedimiento incidental correspondiente, por mayoría de razón es 
admisible el recurso, si éste se interpone, sobre la base de que quien lo hace valer es persona extraña a 
la incidencia, porque a las razones precedentes dadas para apoyar la legitimación se agrega la 
conculcación al artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, tanto por 
producirse una condena, sin que previamente se le oyera y venciera, como por la inobservancia al 
principio general de derecho res inter alios acta, conforme al cual, lo decidido en el incidente sólo puede 
afectar a las partes que intervinieran en él, sin que la decisión pueda alcanzar a una persona extraña. 
Además, la afianzadora inaudita no tiene a su alcance el juicio constitucional, por impedirlo el artículo 61, 
fracción IX, de la Ley de Amparo, que prevé la improcedencia de ese proceso constitucional contra 
resoluciones dictadas en los juicios de amparo o en ejecución de las mismas. 
 

PLENO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
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TESIS JURISPRUDENCIALES 

Publicadas el viernes 21 de septiembre de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 
 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017933  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 21 de septiembre de 2018 10:30 h  
Materia(s): (Laboral)  
Tesis: 2a./J. 90/2018 (10a.)  
 
PRUEBA DE INSPECCIÓN. NO SE ACTUALIZA UNA VIOLACIÓN A LAS LEYES DEL 
PROCEDIMIENTO LABORAL CUANDO LA JUNTA DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE VARÍA EL 
LUGAR PARA DESAHOGARLA Y SEÑALA EL DE SUS INSTALACIONES, CUANDO EL PATRÓN LA 
OFRECIÓ PARA EXAMINAR LOS DOCUMENTOS QUE TIENE OBLIGACIÓN DE CONSERVAR Y 
EXHIBIR EN EL JUICIO. 

 
Del artículo 827 de la Ley Federal del Trabajo, se advierte que para la admisión de la prueba de inspección 
su oferente debe precisar, entre otros elementos, el lugar para su práctica; asimismo, de acuerdo con los 
diversos numerales 828 y 829 del ordenamiento legal citado, corresponde a la autoridad laboral fijar los 
términos conforme a los cuales debe desahogarse. En relación con el requisito mencionado, acorde con 
la jurisprudencia 2a./J. 39/2001 de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, no 
existe impedimento para desahogarla en un domicilio diferente a aquel en el que se encuentran los 
documentos materia de la prueba, pudiendo válidamente hacerlo en el local de la Junta de Conciliación y 
Arbitraje. En ese sentido, no se actualiza una violación a las leyes del procedimiento laboral, si al proveer 
sobre el desahogo de la prueba de inspección la Junta decide, de manera justificada, variar el lugar para 
llevarlo a cabo señalando el de sus instalaciones, cuando ésta haya sido ofrecida por el patrón respecto 
de los documentos que en términos del artículo 804 de la ley laboral está obligado a conservar y exhibir 
en juicio, siempre que tales documentos sean susceptibles de sustraerse de su domicilio, debido a que 
dicha determinación cumple con el objeto de la prueba, pues permite a la Junta llegar al conocimiento de 
los hechos, así como dar celeridad al trámite de los juicios laborales, al garantizar la economía, 
concentración y sencillez del proceso. 
 
SEGUNDA SALA 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017916  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 21 de septiembre de 2018 10:30 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: 2a./J. 102/2018 (10a.)  
 
MAGISTRADOS DEL SUPREMO TRIBUNAL DE JUSTICIA DEL ESTADO DE JALISCO. SU 
ELECCIÓN POR PARTE DEL CONGRESO LOCAL ES UN ACTO SOBERANO EMITIDO EN USO DE 
FACULTADES DISCRECIONALES, POR LO QUE EN SU CONTRA NO PROCEDE EL JUICIO DE 
AMPARO, EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 61, FRACCIÓN VII, DE LA LEY DE LA MATERIA. 

 
El artículo 60 de la Constitución Política del Estado de Jalisco establece sustanc ialmente, que para la 
elección de los Magistrados del Supremo Tribunal de Justicia, el Consejo de la Judicatura, previa 
convocatoria realizada por el Congreso del Estado a la sociedad en general, someterá a consideración 
de éste una lista de candidatos al cargo, y que por acuerdo de las dos terceras partes de los diputados 
presentes, elegirá al Magistrado que deba cubrir la vacante dentro de un término improrrogable de 30 
días; de lo que se concluye que quien elige de manera independiente a esos juzgadores, sin injerencia 
de algún otro ente o poder público, es el Poder Legislativo. Entonces, si la elección de los Magistrados 
no requiere de la aprobación, supervisión o aval de algún otro órgano o ente público, esto significa que 
se está ante un acto soberano emitido en uso de facultades discrecionales y, por tanto, esa elección y el 
procedimiento que le antecede no son impugnables a través del juicio de amparo, al actualizarse el 
supuesto contenido en el artículo 61, fracción VII, de la Ley de Amparo, por cuanto prevé que ese juicio 
es improcedente cuando se reclaman, entre otras, resoluciones de las Legislaturas de los Estados o de 
sus respectivas Comisiones o Diputaciones Permanentes, relativas a la elección de funcionarios en los 
casos en que las Constituciones correspondientes les confieran la facultad de resolver soberana o 
discrecionalmente. Además, el hecho de que en el procedimiento de elección corresponda a la Comisión 
de Justicia del Congreso Local calificar que los candidatos reúnen los requisitos para ocupar el cargo de 
Magistrado, lo cual queda plasmado en el dictamen que somete a consideración de la Asamblea, es una 
circunstancia que no disminuye el carácter soberano de la facultad de nombramiento, ya que una vez 
elaborada la lista respectiva, y sometida a votación ante el Pleno del Congreso, queda a discreción de 
cada diputado emitir su voto; y la valoración que en lo personal realicen dichos legisladores de las 
aptitudes de cada uno de los candidatos, es una cuestión que corresponde a su fuero interno al momento 
de votar. 
 
SEGUNDA SALA 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017909  
Instancia: Plenos de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 21 de septiembre de 2018 10:30 h  
Materia(s): (Laboral)  
Tesis: PC.XVIII.L. J/5 L (10a.)  
 
INTERESES. EL ARTÍCULO 48 DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO NO ES APLICABLE 
SUPLETORIAMENTE A LA LEY DEL SERVICIO CIVIL DEL ESTADO DE MORELOS, CUANDO LA 
AUTORIDAD LABORAL TARDA MÁS DE 6 MESES EN EL DICTADO DEL LAUDO. 

 
De los artículos 52 y 119 de la Ley del Servicio Civil del Estado de Morelos, no se advierte la intención 
del legislador ordinario de regular el pago de intereses como medida resarcitoria por la tardanza en el 
dictado del laudo en materia laboral burocrática, sin embargo, este silencio legislativo no implica llegar al 
extremo de que, a través de la interpretación, puedan crearse instituciones jurídicas no previstas en las 
leyes, o que a partir de ello, bajo una interpretación sistemática, se pueda recurrir a otras legislaciones 
que contengan esa posibilidad, sobre todo, porque no se trata de un silencio legislativo que desatienda 
algún mandato constitucional expreso, sino que la institución legislativa relativa debe ser creada por el 
legislador local, en el ámbito de su competencia y en el ejercicio de sus atribuciones. Por tal motivo, si la 
ley burocrática del Estado de Morelos no contempla la figura del pago de intereses como medida para 
indemnizar el retardo en el dictado de los laudos después de 6 meses, es inconcuso que no opera la 
supletoriedad de la Ley Federal del Trabajo que sí lo establece, toda vez que dicha supletoriedad no tiene 
el alcance de crear esa institución jurídica, pues su función es suplir deficiencias. Dicho de otro modo, la 
supletoriedad de leyes, salvo disposición expresa, no puede implicar la obligación del pago de intereses 
en la legislación objeto de supletoriedad. 
 
PLENO EN MATERIA DE TRABAJO DEL DECIMOCTAVO CIRCUITO. 
 
  

https://sjf.scjn.gob.mx/
http://juristadelfuturo.org/
http://juristadelfuturo.org/


TESIS JURISPRUDENCIALES 

Publicadas el viernes 21 de septiembre de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 
 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 

h
ttp

://ju
ris

ta
d
e
lfu

tu
ro

.o
rg

 
 h

tt
p
:/

/j
u
ri
s
ta

d
e
lfu

tu
ro

.o
rg

 
 

Época: Décima Época  
Registro: 2017908  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 21 de septiembre de 2018 10:30 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: I.1o.A.E. J/6 (10a.)  
 
INTERÉS JURÍDICO PARA INTERVENIR EN EL PROCEDIMIENTO QUE INICIE EL INSTITUTO 
FEDERAL DE TELECOMUNICACIONES POR INCUMPLIMIENTO DE LAS MEDIDAS IMPUESTAS 
(OBLIGACIONES) A LOS AGENTES ECONÓMICOS PREPONDERANTES. LO TIENEN LOS 
CONCESIONARIOS DE LAS REDES PÚBLICAS DE TELECOMUNICACIONES DENUNCIANTES QUE 
PRETENDAN CONTRATAR LOS SERVICIOS OFERTADOS POR AQUÉLLOS. 

 
En el Acuerdo P/IFT/EXT/060314/76, de 6 de marzo de 2014, el Pleno del Instituto Federal de 
Telecomunicaciones determinó al agente económico preponderante en el sector de las 
telecomunicaciones y le impuso las medidas necesarias para evitar que se afecte la competencia y la 
libre concurrencia, entre las cuales se encuentran la obligación de suscribir convenios con los 
concesionarios que lo soliciten, para la desagregación efectiva de su red local, la prestación de servicios 
mayoristas de arrendamiento de enlaces dedicados, y para el uso compartido de su infraestructura pasiva, 
así como mantener a disposición de aquéllos la información completa y actualizada respectiva. En estas 
condiciones, la suscripción de los convenios aludidos genera un derecho subjetivo en favor del 
concesionario solicitante para exigir su cumplimiento. Por tanto, los concesionarios de redes públicas de 
telecomunicaciones que pretendan contratar los servicios ofertados por el agente económico 
preponderante y denuncien ante el Instituto Federal de Telecomunicaciones el incumplimiento de las 
medidas señaladas, tienen interés jurídico para intervenir en el procedimiento que aquél inicie, pues la 
resolución que emita incidirá en su esfera jurídica, al involucrar el alcance y la eficacia de un derecho 
subjetivo concreto, como es reconocer y concretar el puntual cumplimiento de una medida asimétrica. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO EN MATERIA ADMINISTRATIVA ESPECIALIZADO 
EN COMPETENCIA ECONÓMICA, RADIODIFUSIÓN Y TELECOMUNICACIONES, CON RESIDENCIA 
EN LA CIUDAD DE MÉXICO Y JURISDICCIÓN EN TODA LA REPÚBLICA. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017906  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 21 de septiembre de 2018 10:30 h  
Materia(s): (Constitucional, Laboral)  
Tesis: 2a./J. 97/2018 (10a.)  
 
INDEMNIZACIÓN POR RIESGO DE TRABAJO. TRATÁNDOSE DE TRABAJADORES DE 
CONFIANZA DE PETRÓLEOS MEXICANOS JUBILADOS CON ANTERIORIDAD A LA 
DETERMINACIÓN DEL GRADO DE INCAPACIDAD POR RIESGO, SÓLO SE TOMARÁN EN CUENTA 
LOS INCREMENTOS AL SALARIO GENERADOS HASTA EL MOMENTO EN QUE CONCLUYÓ LA 
RELACIÓN LABORAL. 

 
Conforme al artículo 66, inciso h), del Reglamento de Trabajo del Personal de Confianza de Petróleos 
Mexicanos y Organismos Subsidiarios, los trabajadores de confianza tienen derecho a recibir una 
indemnización por riesgo de trabajo, para cuyo cálculo se tomará el salario ordinario que perc iban en el 
momento de ocurrir el riesgo con los aumentos posteriores hasta que se determine el grado de 
incapacidad o el de la fecha en que se produzca la muerte; sin embargo, en dicha disposición no se 
prevén los incrementos cuando quien reclama la indemnización sea un trabajador de confianza jubilado 
y el grado de incapacidad por riesgo se haya determinado con posterioridad a la fecha de jubilación. No 
obstante, esa omisión no significa que deban considerarse los incrementos generados con posterioridad 
a la fecha de la jubilación, pues acorde con la interpretación de la fracción XIV del apartado A del artículo 
123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación con el diverso 484 de la Ley 
Federal del Trabajo, la indemnización referida deberá cuantificarse tomando en consideración los 
incrementos al salario generados durante la vigencia de la relación laboral. Por tanto, al ser la jubilación 
una forma de terminación del vínculo de trabajo, no es dable que se tomen en cuenta los incrementos al 
salario posteriores a la fecha en la que el trabajador se jubiló. 
 
SEGUNDA SALA 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017899  
Instancia: Plenos de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 21 de septiembre de 2018 10:30 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: PC.III.A. J/51 A (10a.)  
 
FOTOINFRACCIÓN. PARA LA VALIDEZ DE LA CÉDULA DE NOTIFICACIÓN DE LA SANCIÓN 
IMPUESTA POR INFRACCIÓN A LAS NORMAS DE TRÁNSITO DETECTADA POR MEDIOS 
ELECTRÓNICOS, EMITIDA CON LA FIRMA ELECTRÓNICA DEL AGENTE SUSCRIPTOR, ES 
INNECESARIO QUE SE ASIENTEN LOS REQUISITOS PREVISTOS EN LOS ARTÍCULOS 11 Y 13 DE 
LA LEY DE FIRMA ELECTRÓNICA AVANZADA PARA EL ESTADO DE JALISCO Y SUS MUNICIPIOS. 

 
Conforme a los artículos 3, fracciones V y XIV, 7 a 9, y 11 a 13 de la legislación aludida, para que un 
documento impreso signado con firma electrónica avanzada (como es la cédula de notificación de la 
sanción impuesta por infracción a las normas de tránsito detectada por medios electrónicos, emitida con 
la firma electrónica del agente suscriptor) produzca los mismos efectos y tenga igual valor probatorio que 
un documento con firma autógrafa, basta con que contenga la cadena de caracteres alfanuméricos que 
resulte de usarla y que esté respaldado por el certificado electrónico mediante el cual puedan verificarse 
la integralidad y autoría del documento respectivo. Por tanto, es innecesario que se plasmen los datos 
que debe contener el certificado electrónico para considerarse válido, pues no existe obligación de que al 
firmar electrónicamente un documento impreso, se señalen los datos que establece el artículo 13 de la 
Ley de Firma Electrónica Avanzada para el Estado de Jalisco y sus Municipios, pues en atención al 
diverso 11, fracción V, del referido ordenamiento legal, para que la firma electrónica avanzada se 
considere válida, entre otros requisitos, debe estar respaldada por un certificado electrónico expedido por 
algún prestador de servicios de certificación, o bien, por una autoridad certificadora y, en su caso, debe 
cumplir con los requisitos del artículo 12, sin que ello implique que en el documento en el que se haga 
uso de la firma electrónica avanzada (en este caso las cédulas de notificación de infracción), se 
establezcan, además, los datos que debe contener el certificado electrónico, en atención a que en las 
cédulas combatidas se expresó la voluntad de la autoridad para emitir dichos actos, al plasmar la línea o 
cadena de caracteres alfanuméricos asociados al documento electrónico original, la cual se genera 
mediante el uso de la firma electrónica avanzada y que se encuentra amparada por un certificado 
electrónico vigente a la fecha de la resolución, en términos del artículo 8 de la ley citada. Además, 
conforme al artículo 22 del mismo cuerpo legal, es responsabilidad del destinatario verificar la fiabilidad 
de la firma electrónica avanzada y revisar los límites de su uso y de su validez, así como la vigencia o 
revocación del certificado electrónico. 
 
PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017895  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 21 de septiembre de 2018 10:30 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: 1a./J. 36/2018 (10a.)  
 
EMPLAZAMIENTO A JUICIO ORAL MERCANTIL. ALCANCE DE LA EXPRESIÓN "SIGNOS 
EXTERIORES DEL INMUEBLE" CONTENIDA EN EL ARTÍCULO 1390 BIS 15 DEL CÓDIGO DE 
COMERCIO. 

 
La disposición normativa apuntada establece, entre otras cuestiones, que en la diligencia del 
emplazamiento al juicio oral mercantil, el notificador se identificará ante la persona que atienda su llamado 
y asentará en el acta respectiva los medios por los que se cerciore de ser el domicilio del buscado, así 
como los "signos exteriores del inmueble" que puedan servir de comprobación de haber acudido al 
domicilio señalado como el del buscado. Este requisito obedece a la necesidad de cuidar la efectiva 
realización del emplazamiento que si bien ya de suyo constituye el acto procesal de mayor entidad en 
todo proceso judicial, tratándose del juicio oral adquiere una mayor importancia, que justifica la exigencia 
al actuario judicial de cumplir con una serie de requisitos adicionales a los que tradicionalmente se 
establecían para su práctica, pues ante la supresión de las notificaciones personales durante el juicio, 
debe existir mayor certidumbre de que el demandado ha adquirido pleno conocimiento de la instauración 
de un proceso judicial en su contra, el lugar donde se le ha demandado, el Juez que conoce de la causa 
y el contenido de la demanda, para que quede en aptitud de acudir a las audiencias en las que tendrá 
oportunidad de ser notificado de las decisiones que ahí se adopten y producir su defensa. En ese sentido, 
la obligación del actuario judicial de asentar los "signos exteriores del inmueble" exige una descripción 
objetiva de las características físicas del lugar en el que dicho funcionario judicial se ha constituido para 
la práctica de la diligencia, que haya apreciado mediante sus sentidos y que sean suficientes para 
identificarlo y ubicarlo, sin perjuicio de que pueda allegarse de otros medios para integrar su actuación, 
como puede ser el uso de nuevas tecnologías que le permitan tomar imágenes del lugar o bien describir 
la media filiación de la persona con la que entendió la diligencia, pedir información a alguno de los vecinos 
cercanos, etcétera. En ese sentido, el requisito de registrar los signos exteriores del inmueble no se colma 
con el hecho de que el actuario asiente que tuvo a la vista el nombre de la calle y el número del inmueble, 
pues además de que esos datos no corresponden a una descripción del lugar, su vaguedad impide tener 
por satisfecha la formalidad apuntada, lo que genera la nulidad de la diligencia, siempre que dicha 
actuación no haya sido convalidada. 
 
PRIMERA SALA 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017889  
Instancia: Plenos de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 21 de septiembre de 2018 10:30 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: PC.I.P. J/47 P (10a.)  
 
DERECHOS HUMANOS. LA OBLIGACIÓN DE LOS ÓRGANOS DE AMPARO DE RESPETARLOS, 
PREVISTA EN EL ARTÍCULO 1o. DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS, LOS FACULTA PARA QUE AL CONCEDER LA SUSPENSIÓN DE LOS ACTOS 
RECLAMADOS HAGAN MENCIÓN DESTACADA DE LA EXISTENCIA DE OTROS DERECHOS QUE 
DEBEN SEGUIRSE RESPETANDO AL QUEJOSO, SIEMPRE QUE TENGAN VINCULACIÓN CON 
LOS ACTOS INICIALMENTE RECLAMADOS Y CON LAS AUTORIDADES QUE HAYAN SIDO 
SEÑALADAS COMO RESPONSABLES. 

 
El párrafo tercero del artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece 
la obligación de todas las autoridades del Estado Mexicano de respetar los derechos humanos y, en el 
ámbito de sus competencias, garantizar su ejercicio y reparar cuando se cometen violaciones en su 
contra; en ese sentido, en observancia del deber constitucional de respeto, resulta acorde a la 
competencia de las autoridades que conozcan del juicio de amparo que al decretar una medida cautelar 
de suspensión, hagan mención destacada, de manera potestativa, de la existencia de otros derechos 
fundamentales que, según el caso concreto, asistan al quejoso y que deben seguirse respetando por las 
autoridades responsables, siempre que tengan vinculación con los actos inicialmente reclamados y con 
las autoridades señaladas como responsables, pues dicha facultad tiene como finalidad favorecer, desde 
la labor jurisdiccional, una cultura de respeto a los derechos fundamentales, con el fin de evitar, en la 
medida de lo posible, conflictos que eventualmente pueden suscitarse en las relaciones de los 
gobernados con las autoridades, en cada situación concreta que llegue al conocimiento de las autoridades 
de amparo. 
 
PLENO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017879  
Instancia: Plenos de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 21 de septiembre de 2018 10:30 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: PC.I.P. J/45 P (10a.)  
 
COMPETENCIA PARA CONOCER DEL JUICIO DE AMPARO PROMOVIDO CONTRA LA NEGATIVA 
DE LEVANTAR EL ASEGURAMIENTO. SE SURTE A FAVOR DEL JUEZ DE DISTRITO QUE TIENE 
JURISDICCIÓN EN EL LUGAR EN DONDE SE MANTIENE LA RETENCIÓN DEL OBJETO DE LA 
MEDIDA CAUTELAR. 

 
Del artículo 37 de la Ley de Amparo deriva que para fijar la competencia por razón de territorio para 
conocer del juicio de amparo indirecto, por regla general, debe atenderse a la ejecución material, 
consistente en la cualidad que tiene un acto, omisión o norma general, para producir un cambio en el 
mundo fáctico o una afectación material en algún derecho del gobernado. Así, la negativa del Ministerio 
Público de levantar el aseguramiento de un bien sí tiene ejecución material, al ser un acto en el que, a 
partir de una reevaluación a las circunstancias del caso concreto, el representante social determina la 
continuidad de la medida cautelar impuesta y, por tanto, ocasiona indirectamente que el bien continúe 
asegurado, produciéndose una nueva afectación material sobre aquél. Así, en términos del párrafo 
primero del artículo aludido, la autoridad competente para conocer del juicio de amparo promovido contra 
la negativa del representante social de levantar el aseguramiento de un bien, y resolverlo, es el Juez de 
Distrito que tenga jurisdicción en el lugar en donde se está ejecutando dicho acto, es decir, donde continúa 
la retención del bien objeto de la medida cautelar, en el entendido de que en el caso de bienes, ocurrirá 
en el lugar en el que físicamente se encuentren asegurados y, tratándose de cuentas bancarias, en el 
sitio donde se localice la sucursal bancaria a la que corresponde la cuenta, con lo que se logra 
congruencia con los criterios que versan sobre el órgano jurisdiccional competente para conocer del juicio 
de amparo en el que se reclama el acuerdo de aseguramiento, reduciendo la posibilidad del dictado de 
sentencias contradictorias sobre un punto jurídico estrechamente relacionado, garantizando la 
continencia de la causa y maximizando la protección de los derechos fundamentales a la seguridad 
jurídica y de acceso a la impartición de justicia de manera pronta, completa y expedita. 
 
PLENO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
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COMPETENCIA PARA CONOCER DEL JUICIO DE AMPARO PROMOVIDO CONTRA EL ARTÍCULO 
25, FRACCIÓN I, INCISOS A), B) Y C), DE LA LEY DE INGRESOS DE LA FEDERACIÓN PARA EL 
EJERCICIO FISCAL DE 2017 Y EL ACUERDO DE LA COMISIÓN REGULADORA DE ENERGÍA 
NÚMERO A/050/2016, QUE ESTABLECE LOS FORMATOS Y MEDIOS PARA REPORTAR LA 
INFORMACIÓN REFERIDA EN LOS ARTÍCULOS 25, 26 Y TRANSITORIO DÉCIMO TERCERO DE LA 
LEY CITADA, PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 1 DE DICIEMBRE DE 
2016. SE SURTE A FAVOR DE LOS JUZGADOS DE DISTRITO CON COMPETENCIA MIXTA O, EN 
SU CASO, ESPECIALIZADOS EN MATERIA ADMINISTRATIVA. 
 
El artículo 25, fracción I, incisos a), b) y c), de la Ley de Ingresos de la Federación para el ejercicio fiscal 
de 2017, así como el Acuerdo Número A/050/2016, emitido por la Comisión Reguladora de Energía, 
mediante el cual se establecen los formatos y medios para reportar la información referida en los artículos 
25, 26 y Transitorio Décimo Tercero de la ley citada en materia de gasolinas y diésel, publicado en el 
Diario Oficial de la Federación el 1 de diciembre de 2016, imponen a los titulares de permisos de 
distribución y expendio al público de gasolinas, diésel, turbosina, gasavión, gas licuado de petróleo y 
propano, la obligación de remitir periódicamente a la Comisión Reguladora de Energía, información 
diversa relacionada con el desempeño de su actividad económica, de donde se concluye que cuando se 
impugnan esas disposiciones a través del juicio de amparo indirecto, su conocimiento corresponde a los 
Juzgados de Distrito con competencia mixta o, en su caso, especializados en materia administrativa, en 
virtud de que las mismas únicamente entrañan la obligación para sus destinatarios de generar y remitir 
información de precios de venta al público, volúmenes comprados y vendidos, así como la estructura 
corporativa y de capital, sin que con ello se materialice algún acto que implique el ejercicio de facultades 
relativas a la materia de competencia económica, reservada a los órganos jurisdiccionales especializados 
en materia de competencia económica, radiodifusión y telecomunicaciones, referidos en el Acuerdo 
General 22/2013, del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, toda vez que la sola emisión de las 
normas aludidas no se relaciona de manera inmediata con algún acto que pudiera atentar o afectar la 
libre competencia en el expendio de gasolinas y diésel, y además, porque las autoridades responsables 
no son uno de los órganos autónomos mencionados en el artículo 27 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. 
 
PLENO DEL QUINTO CIRCUITO. 
 
  

https://sjf.scjn.gob.mx/
http://juristadelfuturo.org/
http://juristadelfuturo.org/


TESIS JURISPRUDENCIALES 

Publicadas el viernes 21 de septiembre de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 
 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 

h
ttp

://ju
ris

ta
d
e
lfu

tu
ro

.o
rg

 
 h

tt
p
:/

/j
u
ri
s
ta

d
e
lfu

tu
ro

.o
rg

 
 

Época: Décima Época  
Registro: 2017871  
Instancia: Plenos de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 21 de septiembre de 2018 10:30 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: PC.I.P. J/46 P (10a.)  
 
ORDEN DE TRASLADO DE UN CENTRO DE RECLUSIÓN A OTRO. EL JUEZ DE DISTRITO NO 
MODIFICA LA MATERIA DEL AMPARO SI AL CONCEDER LA SUSPENSIÓN DE PLANO RESPECTO 
DE AQUÉLLA, HACE MENCIÓN DESTACADA DE LOS DERECHOS DEL QUEJOSO A CONTAR CON 
UNA ESTANCIA ACORDE A SU DIGNIDAD HUMANA Y UNA CAMA PARA SÍ MISMO, PARA EL 
ÚNICO EFECTO DE QUE LAS AUTORIDADES RESPONSABLES CONTINÚEN RESPETÁNDOLO. 

 
El párrafo tercero del artículo 1o de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece 
la obligación de todas las autoridades del Estado Mexicano de respetar los derechos humanos y, en el 
ámbito de sus competencias, garantizar su ejercicio y reparar cuando se cometen violaciones en su 
contra; en ese sentido, resulta acorde a la competencia de las autoridades que conozcan del juicio de 
amparo, que potestativamente, al conceder la suspensión de plano respecto de una orden de traslado de 
un centro de reclusión a otro, efectúen una mención destacada de los derechos que asisten al quejoso 
de contar con una estancia acorde a su dignidad humana y una cama para sí mismo, aun cuando no 
hayan sido señalados como actos reclamados, para el único efecto de que las autoridades responsables 
continúen respetándolos, pues al no haberse reclamado su disfrute éste se presume, al tratarse de 
prerrogativas fundamentales de las personas privadas de la libertad dentro de un centro carcelario, en 
términos de los artículos 9, fracción I y 30 de la Ley Nacional de Ejecución Penal, así como de la regla 19 
de las Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos de la Organización de las Naciones Unidas; 
en la inteligencia de que con dicho proceder el juzgador no modifica la materia del amparo, pues no 
incorpora nuevos actos ni tampoco la desborda, sino que únicamente puntualiza la existencia de otros 
derechos fundamentales relacionados con el acto inicialmente reclamado. 
 
PLENO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
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AMPARO CONTRA LEYES. EL JUZGADOR FEDERAL ESTÁ FACULTADO PARA INTRODUCIR EN 
SU SENTENCIA EL ANÁLISIS DE NORMAS QUE NO FORMARON PARTE DE LA LITIS, SIEMPRE Y 
CUANDO ESTÉN ESTRECHAMENTE RELACIONADAS CON LA MATERIA DE LA IMPUGNACIÓN, 
POR CONSTITUIR UN SISTEMA NORMATIVO. 

 
En atención a que la legislación de la materia y los criterios de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
establecen que el Juez de amparo debe fijar la pretensión fundamental del quejoso y resolver de manera 
congruente con ello, se considera que cuando el tema esencial de la litis vincula necesariamente el 
examen de otras disposiciones legales, en virtud de la íntima relación o dependencia que existe entre 
éstas, por constituir un sistema normativo, lo conducente es que el estudio de constitucionalidad 
comprenda las normas vinculadas estrechamente dentro del sistema de que se trate, aunque no hubieran 
sido señaladas expresamente por el quejoso en el escrito de demanda, habida cuenta que de ello 
depende la posibilidad de emitir un pronunciamiento que resuelva de manera íntegra y congruente lo 
reclamado, pues lo contrario implicaría una violación al derecho fundamental de administración de justicia 
completa, sin que ello implique que el juzgador federal pueda variar la litis al introducir al estudio normas 
–no reclamadas– que no correspondan con la pretensión fundamental del quejoso o que no estén vigentes 
al momento de la presentación de su demanda, ya que la materia de la impugnación es lo que permite 
sostener la existencia de una conexión entre diversas disposiciones legales, por contener elementos 
normativos que se complementan entre sí, lo cual justifica la necesidad de realizar un análisis integral de 
ese articulado que guarda estrecha relación. Este criterio no implica que quede al arbitrio del juzgador 
incluir actos no reclamados y que no estén vinculados con la litis, ya que cuando se hace referencia a 
"sistema normativo", se alude al conjunto de normas que regulan una figura jurídica particular y que están 
íntimamente relacionadas, de manera que ese sistema no pueda operar sin alguna de ellas. 
 
SEGUNDA SALA 
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AFIRMATIVA FICTA. LA PERSONA QUE ADUCE TENER UN DERECHO INCOMPATIBLE CON LA 
PRETENSIÓN DEDUCIDA EN EL PROCEDIMIENTO ESPECIAL RELATIVO, TIENE INTERÉS 
JURÍDICO PARA RECLAMAR EN AMPARO INDIRECTO SU FALTA DE LLAMAMIENTO A ÉSTE. 
 

Los artículos 108 a 114, inmersos en el Capítulo XVII, denominado "De los procedimientos especiales", 
de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Jalisco (anterior a la reforma de su numeral 109, 
mediante decreto publicado en el Periódico Oficial Local el 21 de octubre de 2017), que regulan el 
"procedimiento especial de afirmativa ficta", no contemplaban la figura jurídica del tercero que tiene un 
derecho incompatible con la pretensión ahí deducida; y al ser ello así, de una simple interpretación 
gramatical y aislada de esa normativa podría llegar a considerarse que ese tercero no es parte formal de 
la relación jurídico-procesal en dicho procedimiento y que, por tanto, no existiría alguna razón válida para 
considerar su llamamiento. Sin embargo, de la interpretación sistemática y armónica de dichos preceptos, 
con lo establecido en el "Capítulo I", relativo a las "Disposiciones generales", específicamente en los 
artículos 2 y 3 del ordenamiento aludido, se descubre que no se produce la alternativa apuntada, pues de 
esa manera se concluirá que la persona que aduce tener un derecho incompatible con la pretensión 
deducida en el procedimiento especial de afirmativa ficta, sí es parte formal de la relación jurídico-
procesal, y ciertamente debe ser emplazada de manera oficiosa o a petición de parte en respeto a sus 
derechos fundamentales de audiencia y defensa eficaz. Máxime que ello es congruente con la 
conceptualización unánime de la ley, la jurisprudencia y la doctrina sobre el carácter de "tercero" que 
reviste toda persona que reclama en nombre propio, o en cuyo nombre se reclama, la satisfacción de una 
pretensión, y aquella frente a la cual se reclama dicha satisfacción, bien como sujetos activos o pasivos 
de una determinada pretensión. Si a lo anterior se agrega que el "tercero" es cualquier persona que no 
figura en el proceso como actor o como demandado y puede tener esa connotación cuando sin ser parte 
en un juicio interviene en él para deducir un derecho propio, para coadyuvar con alguna de las partes si 
es llamada para ello o cuando tenga conocimiento de cualquiera que sea la resolución que se dicte por 
la autoridad judicial competente que puede causarle algún perjuicio irreparable, se concluye que el 
procedimiento especial de afirmativa ficta sí podría causarle un perjuicio irreparable si cuenta con un 
interés incompatible con el del promovente y, por ello, es que la legislación le dio la posibilidad de 
intervenir. Por último, aunque la solicitud de declaración de afirmativa ficta no es una demanda ordinaria, 
sí goza de sus características, precisamente por la existencia de una cuestión litigiosa, que consiste en 
verificar si transcurrió el plazo legal que tenía la autoridad de que se trate, si era la competente y si se 
cumplieron los requisitos para la expedición del acto solicitado a la propia autoridad. Consecuentemente, 
quien estime que debe ser llamado al procedimiento de afirmativa ficta, tiene legitimación para interponer 
el juicio de amparo indirecto reclamando la falta de audiencia.  
 
PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO. 
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